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Iniciamos de oficio ante el Ayuntamiento de Sevilla la queja 15/3537 para conocer las actuaciones que se 
hubieran realizado tras denunciarse que agentes de la Policía local habrían podido retirar sin procedimiento 
alguno denuncias de tráfico o eliminado expedientes sancionadores. Nuestra intervención se efectuaba sin 
entrar en aquellos aspectos del asunto que estuvieran sometidos a procedimiento judicial.

Tras recordar diversos preceptos legales, formulamos Recomendación concretada en la necesidad de facilitar a 
esta Institución a la mayor brevedad posible la información que, desde nuestra petición de informe inicial, se viene 
infructuosamente solicitando. Todo ello, por cuanto el respeto a la Ley exige que se establezca un sistema de grabación 
y registro de denuncias que asegure un seguimiento que permita verificar que dichas denuncias son tramitadas 
correctamente y que se hace un seguimiento de ellas hasta la completa terminación del procedimiento sancionador. 
Y, por parte municipal, no se nos había informado de la adopción de medidas adecuadas para garantizarlo.

Como quiera que, aludiendo a la judicialización del asunto, el ayuntamiento no se ha pronunciado sobre la 
introducción de mejoras en el procedimiento sancionador que coadyuven a evitar posibles disfuncionalidades, 
damos cuenta de ello en este Informe Anual al Parlamento de Andalucía.

1.9.2.1.3 Aparcamientos

En este apartado, aunque las quejas son menos numerosas, se han planteado diversas cuestiones de interés, tales 
como la problemática del estacionamiento de autocaravanas en municipios de costa; problemas puntuales graves 
de aparcamiento en localidades turísticas; carencia de zonas de aparcamiento para motocicletas; etcétera.

En este orden de cosas, en la queja 16/1906, la persona reclamante nos exponía que es propietaria de una autocaravana, 
clasificada como vehículo clase M1 por el Código de circulación vigente, indicando que lleva estacionando desde 2008 
en un descampado existente en La Cala del Moral del municipio del Rincón de la Victoria. Afirmaba que, desde hacía 
dos años, se sentía acosado por la Policía local ya que, sobre todo en verano, se le obliga a abandonar los lugares donde 
se encuentra estacionado y no acampado, pese a no encontrarse allí señales prohibitivas.

Tras diversas actuaciones ante el citado ayuntamiento, formulamos Recomendación de que fueran analizadas 
las posibles contradicciones que, según el reclamante, se aprecian entre la normativa de tráfico y la Ordenanza 
Municipal de Autocaravanas y, en caso de reconocer su concurrencia, se adopten las medidas adecuadas para que 
la citada ordenanza se adapte plenamente a la normativa general de ordenación del tráfico. Por el Ayuntamiento 
se nos remitió nuevo informe de la policía local aclarando el objeto de la Ordenanza Municipal de Autocaravanas. 
Se negaba que se incurra en discriminación alguna y se aclaraba que las causas del cambio de señalización en la 
zona indicada por el interesado obedece a la orografía del terreno, la inexistencia de infraestructura para cubrir 
los servicios mínimos para autocaravanas y su uso como recinto ferial y de otros eventos.

Se añadía que se había facilitado además un emplazamiento exclusivo y gratuito para usuarios de autocaravanas 
dotado de las características y servicios necesarios. Por último, señalaba que, por informe jurídico, se desestimaron 
en su día las alegaciones presentadas contra la ordenanza, de lo que se colige su adecuación a la normativa de 
tráfico y seguridad vial y su plena vigencia y validez al no haber sido recurridas en vía judicial.

Así las cosas, entendimos que el ayuntamiento había atendido el objeto de nuestra Recomendación concluyendo 
la plena validez y adecuación de la Ordenanza Municipal de Autocaravanas con la normativa de tráfico y seguridad 
vial por lo que dimos dar por concluidas nuestras actuaciones.

En torno a esta problemática, se nos señalaba por una administradora de fincas que, mediante un escrito de 
recogida de firmas numerosos vecinos de una comunidad de propietarios, le habían trasladado su malestar ante la 
situación que están viviendo a diario en la calle de acceso al edificio, dada la imposibilidad de parar sus vehículos 
para cargar o descargar personas y/o enseres ante la actuación de agentes de la Policía local de la comisaría ubicada 
en zona cercana. Tras nuestras gestiones, se nos indicó que ello venía motivado por el hecho de que la zona se había 
reservado para el estacionamiento de los vehículos de la Comisaría de Policía local y que, además, incidían 
en la prohibición razones de seguridad.
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Tras diversas gestiones, trasladamos al Ayuntamiento de Sevilla Sugerencia de que, por parte del responsable de 
la comisaría situada en los bajos del edificio de la calle...., se convocara a la reclamante con objeto de que pudiera 
exponer las razones que justificaban a su juicio esta demanda vecinal, de manera que, de forma consensuada, 
se tratara de encontrar alguna alternativa que, sin menoscabo de las necesidades y garantías de seguridad de la 
comisaría, permita que los vecinos residentes puedan detener sus vehículos para carga y descarga en alguna de las 
plazas que, de forma habitual, no sean ocupadas por vehículos policiales.

Tras analizar la situación, el ayuntamiento nos expuso que la remodelación del espacio público quitando plazas de 
aparcamiento de la reserva de la Policía local, liberándolas para aparcamiento público, no solucionaría el problema pues 
en ellas podría aparcar cualquier vehículo privado lo que impediría disponer de un espacio liberado para la carga y 
descarga por parte de los vecinos y, por otro, que la reserva de un espacio para carga y descarga de los vehículos privados 
de los residentes no está recogido en la normativa por lo que la evaluación de la viabilidad de la compatibilidad de las 
necesidades de la Comisaría con el vecindario, le correspondería a la Policía Local como titular de la reserva.

Lo cierto es que la policía local ya había pormenorizado con anterioridad las causas por las que no considera 
compatible el uso por los vecinos de la zona reservada para vehículos de la Comisaría.

Por tanto, argumentándolo de forma técnica y razonada, el Ayuntamiento nos expresó las causas por las que no 
estimaba posible actuar en el sentido expuesto en nuestra Resolución.

1.9.2.1.4 Servicios de Transporte Público

Consideramos especialmente relevante en este apartado una actuación de oficio, la queja 17/4537, que 
iniciamos para impulsar la redacción de la carta de derechos en materia de transportes colectivos de viajeros, por 
estimar que resulta un instrumento imprescindible para poder clarificar los derechos que asisten a las personas 
usuarias de estos servicios.

En tal sentido, tras recordar a la Viceconsejería de Fomento y Vivienda el deber de impulsar la elaboración de la Carta 
de Derechos y Obligaciones de las Personas Usuarias de los Transportes Públicos de Viajeros, prevista en la 
Disposición Adicional Séptima de la Ley 2/2003, de Ordenación de los Transportes Urbanos y Metropolitanos de Viajeros 
en Andalucía, le formulamos Recomendación para que, de acuerdo con el principio de participación contemplado en la 
citada Ley y lo dispuesto en la mencionada Disposición Adicional, de común acuerdo entre las empresas operadoras y las 
entidades representativas de las personas consumidoras y usuarias, a la mayor brevedad posible, se adopten las medidas 
necesarias para proceder a la elaboración de la Carta en cuestión, que debería tener naturaleza jurídica vinculante para 
las administraciones públicas y la ciudadanía.

La Dirección General de Movilidad nos informó que, acogiéndose lo 
sugerido por esta Institución, se había modificado el artículo 2.1 del 
Proyecto de Decreto citando expresamente que será de aplicación 
a los transportes metropolitanos. Por otra parte, se explicaban las 
razones por las que, a juicio de dicho centro directivo, no procede 
la incorporación de los servicios urbanos por resultar contraria al 
reparto competencial que diseña el artículo 4 de la Ley 2/2003, de 
12 de mayo.

También se aceptaba nuestra Sugerencia en cuanto a la mención expresa al derecho sancionador añadiendo un 
apartado 3 del artículo 21 del Proyecto de Ley que se ocupa de las reclamaciones de las personas viajeras, por lo 
que consideramos que se aceptaban en lo substancial nuestras sugerencias, valorando positivamente que se esté 
trabajando en la aprobación de esta norma tan necesaria para garantizar los derechos de las personas usuarias de 
los transportes interurbanos en nuestra comunidad autónoma.

En este ejercicio, nos han llegado varias quejas de municipios de la provincia de Cádiz, concretamente Bornos, Alcalá 
del Valle, Setenil de las Bodegas y Olvera, queja 17/2584, queja 17/2213, queja 17/4897 y queja 17/4149, en las que se 

“Atender las 
reclamaciones 
de las personas 

viajeras”
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